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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

El Sr. Rafael Pabón Ortega, (en adelante, señor Pabón o recurrente) 

comparece ante nos para solicitar la revisión de la Resolución Enmendada 

dictada por la Junta de Personal de la Rama Judicial (en adelante, Junta) 

emitida el 23 de febrero de 2016.  Mediante la referida Resolución, la Junta 

declaró con lugar la solicitud de la Directora Administrativa de los 

Tribunales (en adelante, Directora Administrativa o parte recurrida) de que 

se emitiera resolución sumaria a su favor y confirmó la determinación de la 

autoridad nominadora de destituir al señor Pabón del puesto de Supervisor 

del Centro de Mediación de Conflictos del Centro Judicial de San Juan.  La 

Resolución Enmendada fue notificada el 24 de febrero de 2016. 

I. 

 Según se desprende de los autos, el señor Pabón comenzó a trabajar 

en la Rama Judicial el 7 de enero de 2003.  El 1 de septiembre de 2012, el 

recurrente fue ascendido al puesto de Supervisor de Mediadores de 

Conflictos en el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan.   El señor 

Pabón fue evaluado para el período del 2 de noviembre de 2013 al 21 de 

noviembre de 2014.  En la Evaluación de Desempeño de Gerenciales y 
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Supervisores para el mencionado periodo obtuvo una valoración final de 

2.79, en una escala de 2.01 hasta 3.00, equivalente a Bueno. 

El 25 de junio de 2014 y notificada al señor Pabón el 27 del mismo 

mes y año, la Hon. Sonia Vélez Colón, Directora Administrativa de los 

Tribunales para esa fecha, le envió una comunicación al señor Pabón en la 

que le indicó que personas externas a la Rama Judicial le notificaron sobre 

ciertas expresiones publicadas por éste en su cuenta de “Facebook”, en la 

que se identificaba como empleado de la Rama Judicial.  En dicha misiva, 

la entonces Directora, citó las expresiones publicadas por el señor Pabón en 

“Facebook”.  Además, en la comunicación expresó lo siguiente: 

Ante la naturaleza de las comunicaciones antes descritas, las 
que exhiben características que pueden ser consideradas como 
ofensivas, burlonas, prejuiciadas y sarcásticas respecto a los 

asuntos que usted maneja como parte del desempeño de su 
trabajo, en incongruencia con las funciones de supervisión que 

le han sido delegadas, le notificamos que su conducta podría 
configurar una violación a la Regla 6.01 del Reglamento de 
Métodos Alternos para la Solución de Conflictos; la Regla 6.01 

del Reglamento de Certificación y Educación Continua 
relacionado con los Métodos Alternos para la Solución de 
Conflictos; la Norma 2.02 del Manual de Normas y 
Procedimientos de los Centros de Mediación de Conflictos; el 

Artículo 16.1 (c) y (f) del Reglamento de la Administración del 
Sistema de Personal de la Rama Judicial; la Regla 24 (1)(c) y (f) 

de las Reglas de Administración del Sistema de Personal de la 
Rama Judicial; las Reglas 4 (2), (8) y 5 del Código de Ética para 
Funcionarios, Empleados, Ex Funcionarios y Ex Empleados de la 
Rama Judicial y la Circular de la OAT Núm. 10 correspondiente 

al año fiscal 2002-2003, sobre el uso de celulares privados en 
horas laborables.  En consecuencia, de determinarse probada 
la referida conducta, usted estaría sujeto a que se le imponga 

una medida disciplinaria que puede incluir hasta su 
destitución como empleado de la Rama Judicial. 

 

El señor Pabón fue apercibido sobre su derecho a una vista informal 

con el propósito de exponer su posición sobre los hechos indicados, 

presentar documentos y ofrecer nombres de los testigos que entienda 

pertinentes y que puedan aportar prueba a su favor.  El recurrente solicitó 

la celebración de una vista informal el  2 de julio de 2014, la cual se llevó a 

cabo el 14 de agosto de 2014.  Compareció a la misma asistido por los 

licenciados Antonio Cuevas Delgado y Dennis Márquez Lebrón.  Según 

consta en la Resolución recurrida, en la vista informal el señor Pabón 
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admitió, bajo juramento, que las expresiones publicadas en “Facebook”, 

fueron escritas por él.  Las referidas expresiones fueron las siguientes: 

3 de enero de 2014 
 

“M[á]s puta eres t[ú].”, le dijo una vecina de caimito a 

otra en la despedida de año.  Se peleaban por el mismo narco 
diente de oro que posiblemente usaba una gorra de pelotero 
virada y un Mahón que le enseñaba la raja del culo.  As[í] es el 

amor.  La tensión se sentía, se tenían ganas, trat[é] todas las 
técnicas aprendidas para desencojonar la gente.  No 

funcionaron.  La bichería del barrio prevaleció.  El movimiento 
de hombros como whiper sin goma era la orden del día.  Las 
pantallas inmensas del [P]aseo de [D]iego se mecían como un 

columpio mohoso.  Faltaba el ring de alambres de púa y la 
cartelera de lucha libre por el malandrín universal.  Hagan sus 

apuestas…” 
 

28 de enero de 2014 

 
“Me golpeó la imagen de aquel camionero inmerso 

llorando toda su frustración frente al banco despiadado que le 

quitaba la casa.  Se me olvidaron todas las técnicas aprendidas 
para desaparecer lágrimas.  Señor s[ó]lo me queda un consejo 

para usted…” “vístase de rabia y no se la deje quitar”.” 
 
25 de marzo de 2014, a las 4:53 pm (editado a las 5:40 

pm) 
 
“Pabón es que usted se llama”, me dijo parado como 

militar.  Yo no me llamo a mi me llaman, le dije con la 
autoridad que confiera estar detrás de un escritorio del 

tribunal.  Me han dicho:  “Honorable Magistrado”, “Distinguido 
Letrado”, y “Conocedor Cabal del Derecho”, así que tengo 
derecho a ponerme un poco arrogante de vez en cuando, es 

bueno para la salud.  El tipo tenía un trasunto entre Roberto 
Arango y Hernández Mayoral.  Vestía una lacost cuyo lagartijo 

ya parecía una salamandra.  “Mi padre quiere medicarme, y yo 
estoy libre de sustancias[,]” me dijo con esa solemnidad que 
confiere la locura.  Abría los ojos y subía las cejas, con esa 

expresión típica de los compañeros trabajadores de edificios 
públicos cuando vienen a cambiar una bombilla.  Lucha si 
entrega no.  “Yo quiero usar el habla para mitigar los 

sistemas”[,] me dijo comenzando una disertación cósmica y 
terminando con la aeronáutica y el avión de Malasia.  “Yo 

estuve en Capestrano pero fue por una mutación”, ya en ese 
punto comencé a sentir que estaba escuchando a Alejandro 
dando un mensaje sobre la situación del país.  “Mi padre me 

quiere medicar”, volvió a repetir.  Oiga[,] que usted quiere que 
yo haga, le pregunté antes que siguiera confundiendo mis 

sentidos, mis sistemas, las mutaciones cósmicas de mi ser, en 
fin el cosmo.  Quiero que usted me medique señor Pabón.  
Pues así será, le dije sin pensarlo mucho. 

Le receto oficialmente “Palo Viejo”, la ra[í]z de nuestra tierra, el 
suelo, los sentidos, los sistemas y cuando se tome la última 
gota comenzará a sentir esa mutación de la que me hablaba…”. 

 
4 de abril de 2014 
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“Me embarazó a propósito, me dijo la joven que cargaba m[á]s 
hijos que manos.  Todos Tenían nombres soviéticos:  Ninoshka, 

Francheska, Alexander.  Ya me había acostumbrado a los 
nombres gringos de Bryan, y al Jayson.  Todos son iguales no 

importa lo complicado u original que sean sus nombres.  Todos 
tienen la misma manía de meter los dedos en los receptáculos 
mientras entrevisto a las madres… Hasta ahora ninguno se ha 

electrocutado, por m[á]s agua que les hecho cuando están 
realizando esa hazaña.  Nada es perfecto. 
A propósito, nunca me explicó lo del embarazo, ni tampoco le 

pregunté.  Lo único que me dijo fue que a ella la preñaban de 
mirarla.  Cerré los ojos y me encomendé a Dios.” 

 
1 de mayo de 2014, a las 5:05 pm (editado a las 5:14 pm) 
 

“Varios casos de ejecución de hipotecas… una casa de ricos… 
una casa de pobres, un banco a la espera, varias familias 

contrariadas, dos abogados reci[é]n graduados y un mediador 
con chiva, loco por beber…”. 
 

6 de mayo de 2014 
 
“Tragedia tras tragedia… una joven de 25… tres intentos 

suicidios… una historia de violencia doméstica… le quitaron [a] 
su hijo… lo quiere de regreso.  La referí a varios sitios, entre 

ellos a la oficina de la Procuradoría de las Mujeres.  Siempre 
les refiero[.] 
 

Una sacudida necesaria.  Tal vez un mensaje de Dios.  No sé.  
Rectifico.  Necesito aire.  Muy intensa la mañana.” 
 

“Dos mujeres de [c]anales se pelean; una muerde y la otra 
arranca pelos.  Combate de yales.  Dos estatales me las traen.  

Aqu[í] se las dejo, dijo el oficial Rivera con aquel brazo de pernil 
delantero en aquella manga diminuta, cambio.  Por qu[é] se 
pelearon, no se ponen de acuerdo sobre el cierre de la 

Procuraduría, les pregunt[é] por aquello de seguir con el tema.”  
No mistel lo que pasa es que me encabrona su piquete con las 

Jordan”, me dijo señal[á]ndola con una uña letal y mascando 
chicle como una cabra hambrienta.” 
 

Back to reality. 
 
19 de mayo de 2014, a las 4:53 pm (editado a las 4:57 pm) 

 
“La señora que salvó su casa por un acuerdo en mediación, se 

a[b]alanzó sobre m[í] para darme las gracias y de paso llenarme 
de unos mocos jubilosos y de un lipstick labial de esos que 
venden frente a las farmacias el día antes de las madres y que 

se usan en las barras bachateras de [P]uerto [N]uevo.” 
 

 El 20 de noviembre de 2014, la Directora Administrativa, Hon. Isabel 

Llompart Zeno, por conducto de la Sra. Ana Romero Velilla, Directora del 

Negociado de Métodos Alternos para la Solución de Conflictos, envió una 

carta en la que se le informó al señor Pabón la determinación final de 

destituirlo de su puesto, a partir del recibo de dicha comunicación, la cual 
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fue notificada al recurrente el 21 de noviembre de 2014.  De la misiva surge 

lo siguiente: 

…Finalizado el procedimiento administrativo, con el 
beneficio de su testimonio durante la vista informal y de otras 
entrevistas realizadas, hemos determinado probado que, en 

efecto, usted es el autor de los mensajes que se le atribuyen 
haber publicado en su página de Facebook.  Asimismo 
concluimos que usted tenía un perfil público en dicha página, 

es decir, que cualquier persona con acceso a este medio de 
comunicación podía entrar a su cuenta libremente o sin 

ningún tipo de restricción.  También se representaba como 
empleado del Tribunal General de Justicia, con lo cual causaba 
la impresión errónea de que la Rama Judicial podría 

solidarizarse con el contenido de la información publicada, 
convirtiéndola en partícipe indirecta de su conducta.  Por 

tanto, la acción de publicar diversos mensajes de naturaleza 
ofensiva en su cuenta de Facebook, en aparente relación a la 
labor que usted realiza como mediador, demostró un patrón de 

conducta impropia, incorrecta y lesiva a la buena imagen de la 
Rama Judicial.  Además, representó un atentado a la dignidad 
del ser humano y a la política pública de acceso a la justicia 

que ha fomentado la Rama Judicial.  Más aún, evidenció una 
afrenta al respeto que merece la ciudadanía que acude a la 

Rama Judicial a resolver sus conflictos, a través del método de 
la mediación. 

 

Cónsono con lo expuesto, le informamos que es motivo 
de gran preocupación el tono descriptivo y gráfico utilizado por 
usted para burlarse del público que acude a recibir los 

servicios del Centro de Mediación de Conflictos en el Tribunal 
de San Juan, por medio del uso de un lenguaje soez, 

estereotipado y discriminatorio.  Tales comunicaciones no sólo 
interfieren con el principio de confidencialidad e imparcialidad 
que rige a los (las) Mediadores(as) en el ejercicio de sus 

funciones, sino que constituyen un grave menosprecio y falta 
de respeto a la ciudadanía.  Dichas expresiones, además, 

denotan ausencia de sensibilidad hacia los males sociales que 
aquejan a Puerto Rico, como el relativo a la violencia, la salud 
mental, la adicción a drogas y alcohol y los problemas de 

género.  Por consiguiente, su actuación se aleja de la buena 
reputación e imagen que caracteriza a la Rama Judicial. 

 

De otro lado, aun cuando usted alega que no tuvo la 
intención de ofender a ninguna persona, o considerando que el 

contenido de sus comunicaciones son más producto de su 
ficción o creación narrativa, o que no guardan relación alguna 
con los casos que ha tenido, lo cierto es que las expresiones 

publicadas aparentan abordar situaciones específicas de los 
tipos de casos que se atienden en mediación y de la dinámica 

en que se desenvuelven los (las ) mediadores(as).  Por tanto, no 
dejan de entrañar relación con las funciones laborales que 
usted desempeña y de evidenciar un lenguaje ofensivo hacia 

cualquier persona que se beneficie de los servicios de 
mediación.  En consecuencia, las referidas expresiones tienen 
el ineludible efecto de provocar una impresión negativa de la 

Rama Judicial en el gran cúmulo de ciudadanos (as) que 
navega en la red de Internet y, sobretodo, en aquellos (as) que 

se han acogido a este tipo de servicio o los (las) que, en algún 
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momento, han considerado el uso de dicho mecanismo como 
solución alternativa a sus conflictos. 

 
[…] 

  
En desacuerdo con tal determinación, el 24 de noviembre de 2014, el 

señor Pabón presentó una apelación ante la Junta.   El 19 del siguiente 

mes envió a la parte apelada un Primer Pliego de Interrogatorio, un 

Requerimiento de Documentos y un Requerimiento de Admisiones.  El 13 

de enero de 2015 el recurrente presentó una “Moción de solicitud para dar 

por admitido el requerimiento de admisiones”.  Además, solicitó que se 

dictara una resolución sumaria.  La parte apelada, aquí recurrida, informó, 

mediante moción, que  la Oficina de Asuntos Legales de la Oficina de 

Administración de los Tribunales (OAT) recibió los documentos 8 de enero 

de 2015 y días después fue asignado, por lo que solicitó que se le 

concediera un plazo de treinta (30) días para contestar el descubrimiento de 

prueba cursado.  El señor Pabón se opuso a dicha solicitud.  El 5 de febrero 

de 2015 la parte recurrida se opuso a la solicitud hecha para dar por 

admitido el requerimiento de admisiones y solicitó plazo adicional para 

responder a la solicitud de resolución sumaria del caso. 

El 11 de febrero de 2015 la parte recurrida informó a la Junta, 

mediante moción, que el día antes contestó el Primer Pliego de 

Interrogatorio y el Requerimiento de Admisiones. La Junta emitió una 

Orden el 18 de febrero de 2015 en la que declaró no ha lugar la solicitud 

para que se dieran por admitidas las aseveraciones contenidas en el 

requerimiento cursado por el recurrente, tomó conocimiento sobre la 

contestación al interrogatorio y concedió treinta (30) días a la parte 

recurrida para expresarse en cuanto a la solicitud de resolución sumaria. 

 La parte recurrida presentó una “Oposición a Solicitud de Resolución 

Sumaria a Favor de la Parte Recurrente y Moción para que se Dicte 

Resolución Sumaria a favor de la Directora Administrativa”.  El recurrente 

interpuso su “Oposición a Moción Solicitando Resolución Sumaria 

presentada por la Directora Administrativa de los Tribunales”. 
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 El 26 de febrero de 2016, la Junta emitió una Resolución Enmendada 

mediante la cual confirmó la determinación de la autoridad nominadora de 

destituir al señor Pabón del puesto de Supervisor del Centro de Mediación 

de Conflictos del Centro Judicial de San Juan. 

 Inconforme con tal decisión, el recurrente acude ante nos y plantea 

que la Junta cometió los siguientes errores: 

1. Erró la Junta de Personal de la Rama Judicial al declarar 
No Ha Lugar la Solicitud de Resolución Sumaria de la parte 
Apelante, a pesar de que la parte Apelada no contestó el 

Requerimiento de Admisiones conforme a lo establecido en 
el Reglamento de la Junta y conforme a lo establecido en las 

Reglas de Procedimiento Civil. 
 

2. Erró la Junta de Personal de la Rama Judicial al concluir 

que no existían hechos en controversia y por consiguiente 
declarar con lugar la Solicitud de Resolución Sumaria de la 
parte Apelada-Recurrida. 

 
3. Erró la Junta de Personal de la Rama Judicial al resolver el 

caso sumariamente sin haber concluido el descubrimiento 
de prueba, según lo dispone el Reglamento de dicho 
Organismo. 

 
4. Erró la Junta de Personal de la Rama Judicial al utilizar 

como hechos probados la transcripción de la Vista Informal, 

cuando en la misma no hay derecho a confrontación de 
testigos y prueba; y es un evento previo a la destitución. 

 
Luego de evaluar los alegatos de las partes, los documentos que 

incluyen como Apéndice de los mismos y habiendo analizado el Derecho 

aplicable a la controversia que nos ocupa, procedemos a resolver. 

II. 

A. 

La revisión judicial tiene como propósito delimitar la discreción de los 

organismos administrativos para asegurar que éstos ejerzan sus funciones 

conforme la ley y de forma razonable.  Empresas Ferrer Inc. v. A.R.Pe., 172 

DPR 254, 264 (2007).  Es norma reiterada que las decisiones de un foro 

administrativo gozan de una presunción de corrección y como tal merecen 

gran deferencia por parte de los tribunales.  De igual forma, “las 

conclusiones de estas agencias merecen gran deferencia por parte de los 

tribunales, por lo que debemos ser cuidadosos al intervenir con las 

determinaciones administrativas”.  González Segarra et al. v. CFSE, 188 
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DPR 252 (2013); Empresas Loyola v. Com. Ciudadanos, 186 DPR 103 

(2012); Acarón et al. v. D.R.N.A., 186 DPR 564 (2012).  Esta deferencia tiene 

su fundamento en la vasta experiencia y el conocimiento especializado que 

ostentan las agencias acerca de los asuntos que les son encomendados. 

 González Segarra et al. v. CFSE, supra; Hernández, Álvarez v. Centro 

Unido, 168 DPR 592, 614 (2006); Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005).  Al 

momento de revisar una decisión administrativa, el criterio rector para los 

tribunales será la razonabilidad en la actuación de la agencia.  Id. 

 Corresponde a los tribunales analizar las determinaciones de hechos de 

los organismos administrativos amparados en esa deferencia y 

razonabilidad.  González Segarra et al. v. CFSE, supra.   

Ahora bien, esta norma de deferencia de ningún modo puede afectar 

el alcance de la facultad de revisión de los tribunales.  Padín Medina v. 

Adm. Sist. Retiro, 171 DPR 950 (2007).  La Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme (en adelante, “LPAU”), Ley Núm. 170 de 12 de 

agosto de 1988, 3 LPRA sec. 2175, dispone el alcance de la revisión judicial 

de las determinaciones de las agencias.   En lo pertinente, establece que:   

El Tribunal podrá conceder el remedio apropiado si determina 
que el peticionario tiene derecho a un remedio.  Las 
determinaciones de hecho de las decisiones de las agencias 

serán sostenidas por el Tribunal, si se basan en evidencia 
sustancial que obra en el expediente administrativo.  Las 

conclusiones de derecho serán revisables en todos sus 
aspectos.  3 LPRA sec. 2175.   
  

Cónsono con lo anterior, nuestro más Alto Foro ha expresado que los 

tribunales no debemos intervenir o alterar las determinaciones de hechos 

de un organismo administrativo si surge del expediente administrativo, 

considerado en su totalidad, que existe evidencia sustancial que sostiene 

dichas determinaciones.  González Segarra et al. v. CFSE, supra.  Se ha 

definido en diversas ocasiones evidencia sustancial como aquella evidencia 

relevante que una mente razonable podría aceptar como adecuada para 

sostener una conclusión. Id.   

De conformidad a lo antes señalado, una parte afectada que quiera 

controvertir las determinaciones de hechos de un organismo administrativo 
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deberá demostrar la existencia de otra prueba que sostenga que la 

actuación de la agencia no está basada en evidencia sustancial o que 

reduzca el valor de la evidencia impugnada.  González Segarra et al. v. 

CFSE, supra; Otero v. Toyota, supra, pág. 728.  De no lograrlo, el tribunal 

respetará las determinaciones de hechos y no sustituirá el criterio de la 

agencia por el suyo.  González Segarra et al. v. CFSE, supra.   

En lo concerniente a las conclusiones de derecho, el tribunal las 

puede revisar en todos sus aspectos, sin sujeción a norma o criterio 

alguno.  González Segarra et al. v. CFSE, supra; Pereira Suárez v. Jta. Dir. 

Cond., 182 DPR 485, 513 (2011).  De ordinario, al revisar las decisiones de 

las agencias, los tribunales debemos brindar gran deferencia y respeto a las 

interpretaciones del estatuto que sean efectuadas por el organismo 

facultado por ley para velar por su administración y cumplimiento. 

 González Segarra et al. v. CFSE, supra; Asoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. 

Seg. P.R., 144 DPR 425, 436 (1997).  De esa forma, si la interpretación de 

la ley realizada por la agencia es razonable, aunque no sea la única 

razonable, los tribunales deben darle deferencia.  González Segarra et al. v. 

CFSE, supra; Hernández, Álvarez v. Centro Unido, supra, pág. 616.  Ahora 

bien, el tribunal podrá sustituir el criterio de la agencia por el propio 

cuando no encuentre una base racional para explicar la decisión 

administrativa.  García Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 870, 894-895 

(2008).   

La revisión judicial de decisiones administrativas se debe limitar a 

determinar si la agencia actuó arbitraria o ilegalmente, o en forma tan 

irrazonable que su actuación constituye un abuso de discreción.  Rebollo v. 

Yiyi Motors, 161 DPR 69 (2004); Fuertes y otros v. A.R.Pe., 134 DPR 947, 

953 (1993).  En síntesis, la deferencia cederá únicamente ante ciertas 

circunstancias, a saber:  (1) la determinación administrativa no está 

basada en evidencia sustancial; (2) el organismo administrativo ha errado 

en la aplicación o interpretación de las leyes o reglamentos que se le ha 

encomendado administrar; (3) cuando actúa arbitraria, irrazonable o 
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ilegalmente, realizando determinaciones carentes de una base racional; ó 

(4) si la actuación administrativa lesiona derechos constitucionales 

fundamentales.  Empresas Ferrer Inc. v. A.R.Pe., supra, pág. 264.   

B. 

 La sentencia sumaria es un mecanismo procesal que provee nuestro 

ordenamiento para propiciar la solución justa, rápida y económica de 

controversias en las cuales resulta innecesario celebrar un juicio plenario.  

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 2015 TSPR 70, 193 DPR ___ (2015); 

SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414 (2013); Const. José Carro 

v. Mun. Dorado, 186 DPR 113 (2012); Mejías et al. V. Carrasquillo et al., 185 

DPR 288 (2012).  Dicho mecanismo está regulado por la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra.  La sentencia sumaria es un valioso 

instrumento procesal para descongestionar los calendarios judiciales.  Lugo 

Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 2015 TSPR 159, 194 DPR ____ (2015); 

Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra, pág. 128. 

Esta Regla dispone que la solicitud de sentencia sumaria puede ser 

presentada por cualquiera de las partes que solicite un remedio por medio 

de una moción fundada en declaraciones juradas o en aquella evidencia 

que demuestre la inexistencia de una controversia sustancial de hechos 

esenciales y pertinentes.  Se dictará sentencia sumaria si las alegaciones, 

deposiciones, contestaciones a interrogatorios y admisiones ofrecidas, junto 

a cualquier declaración jurada que se presente, si alguna, demuestran que 

no hay controversia real y sustancial sobre algún hecho esencial y 

pertinente y que, como cuestión de Derecho, procede hacerlo.  Regla 36.3 

(e) de Procedimiento Civil, supra; SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra.  

Es decir, únicamente procede en aquellos casos en los que no existen 

controversias reales y sustanciales en cuanto los hechos materiales, por lo 

que lo único que queda, por parte del poder judicial, es aplicar el Derecho.  

Oriental Bank & Trust v. Perapi S.E, 2014 TSPR 133, 192 DPR ___ (2014); 

SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra; Nieves Díaz v. González Massas, 

178 DPR 820 (2010). Sobre el particular, precisa señalar que, un hecho 
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material es aquel que puede afectar el resultado de la reclamación al 

amparo del Derecho sustantivo aplicable. Ramos Pérez v. Univisión, 178 

DPR 200 (2010); Abrams Rivera v. E.L.A., 178 DPR 914 (2010).  La calidad 

del “hecho material” debe ser suficiente como para que sea necesario que 

un juez o jueza la dirima a través de un juicio plenario. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra.  Es decir, luego de aquilatar prueba testifical y de dirimir 

cuestiones de credibilidad. 

Para demostrar de manera efectiva la inexistencia de controversia de 

hechos, la parte promovente está obligada a exponer las alegaciones de las 

partes, desglosar los hechos sobre los cuales aduce no hay controversia en 

párrafos debidamente numerados y para cada uno de ellos deberá 

especificar la página o párrafo de la declaración jurada u otra prueba 

admisible en evidencia que los apoye y las razones por las cuales debe ser 

dictada la sentencia argumentando el derecho aplicable. Regla 36.3 (a) (1)-

(4) de Procedimiento Civil, supra; SLG Zapata-Rivera v. J. F. Montalvo, 

supra, pág. 432.   

La parte que se oponga a que se dicte sentencia sumaria, según la 

citada Regla 36.3, supra, deberá controvertir la prueba presentada por la 

parte que la solicita. Para ello, deberá cumplir con los mismos requisitos 

con los que tiene que cumplir el proponente, pero, además, su solicitud 

deberá contener:   

[U]na relación concisa y organizada, con una referencia a los 
párrafos enumerados por la parte promovente, de los hechos 
esenciales y pertinentes que están realmente y de buena fe 

controvertidos, con indicación de los párrafos o las páginas de 
las declaraciones juradas u otra prueba admisible en evidencia 
donde se establecen los mismos, así como de cualquier otro 

documento admisible en evidencia que se encuentre en el 
expediente del tribunal. Regla 36.3 (b) (2), supra.  

  
De no hacerlo, correrá el riesgo de que la solicitud de sentencia 

sumaria sea acogida por el tribunal y se resuelva en su contra. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, pág. 215; Luan Invest. Corp. v. Rexach Const. Co., 

152 DPR 652 (2000).  
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Es norma firmemente establecida que toda duda sobre la existencia 

de una controversia de hechos bona fide debe ser resuelta contra la parte 

que solicita la sentencia sumaria. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 

supra; Córdova Dexter v. Sucesión Ferraiuoli, 182 DPR 541 (2011).  Por lo 

tanto, al determinar si existen controversias de hechos que impiden dictar 

sentencia sumaria, el juzgador debe analizar los documentos que 

acompañan la solicitud de sentencia sumaria y los documentos incluidos 

con la Moción en Oposición, así como los que obren en el expediente.  

Dicho examen debe ser guiado por el principio de liberalidad a favor de la 

parte que se opone a que se dicte sentencia sumaria. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra. 

Nuestro Tribunal Supremo ha establecido que, aunque en el pasado 

se ha referido a la sentencia sumaria como un mecanismo procesal 

“extraordinario”, ello no significa que su uso esté excluido en algún tipo de 

pleito.  En ese sentido, no queda impedida la utilización del mecanismo de 

sentencia sumaria en reclamaciones que requieren la consideración de 

elementos subjetivos o de intención, cuando de los documentos a ser 

evaluados en la solicitud de sentencia sumaria surge que no existe 

controversia en cuanto a hechos materiales. Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, pág. 219.   

C. 

 El Artículo V, Sección 7 de la Constitución del Estado Libre Asociado, 

establece que el Tribunal Supremo “adoptará reglas para la administración 

de los tribunales que estarán sujetas a las leyes relativas a … personal…, y 

a otras leyes aplicables en general al gobierno”.  Art. V, Sec. 7, Const. ELA, 

LPRA, Tomo 1.  La Ley núm. 64 del 31 de mayo de 1973, conocida como la 

Ley de Personal de la Rama Judicial, 4 LPRA sec. 521 et seq. (en adelante, 

Ley de Personal), también faculta al Tribunal Supremo a adoptar reglas 

para gestionar el capital humano adscrito a la Rama Judicial, 4 LPRA sec. 

521, mediante un sistema autónomo, y establece los asuntos que deberán 

atender dichas reglas, 4 LPRA sec. 522.   
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Cónsono con lo anterior, el 30 de junio de 1974, nuestro Tribunal 

Supremo adoptó las Reglas de Administración del Sistema de Personal de la 

Rama Judicial del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 4 LPRA Ap. XII (en 

adelante Reglas del Sistema de Personal), con el fin de regir efectivamente 

la administración y el funcionamiento del sistema de personal de la Rama 

Judicial, “basado en el principio del mérito, excelencia e idoneidad y sin 

discrimen de clase alguna”.  Rivera Padilla et al v. OAT, 189 DPR 315, 337 

(2013).   Ulteriormente, el 30 de agosto de 1974, nuestro más Alto Foro 

aprobó el Reglamento de la Administración del Sistema de Personal, 4 LPRA 

Ap. XIII, el cual aplica a todos los puestos de la Rama Judicial, dispone las 

normas sobre los procesos de clasificación, reclutamiento, retribución, 

medidas disciplinarias y licencias de los empleados, siempre y cuando sus 

disposiciones no contravengan a las Reglas del Sistema de Personal.  Id; 

Rivera v. Dir. Adm. Trib., 144 DPR 808, 815 (1998).   

Asimismo, conforme a la facultad delegada por la Ley de Personal, el 

Tribunal Supremo aprobó el Reglamento de la Junta de Personal de la 

Rama Judicial, 4 LPRA Apéndice XIV (en adelante, Reglamento de la Junta).  

Este Reglamento regula la organización, funciones y facultades de la Junta 

de Personal de la Rama Judicial.  De una lectura de este Reglamento se 

desprende que la Junta de Personal es un foro administrativo cuasi judicial 

que revisa decisiones de la autoridad nominadora, es decir, decisiones del o 

la Juez Presidente del Tribunal Supremo o la persona en quien este 

delegue, en todo lo que no sea incompatible con la disposición 

constitucional sobre los nombramientos de los jueces y de la facultad 

nominadora que ostentan los Jueces Asociados del Tribunal Supremo y de 

este en pleno sobre los empleados del Servicio Central, y el Director 

Administrativo de los Tribunales.  4 LPRA Ap. XIV, Artículo II (6).  

La Junta de Personal tiene jurisdicción para intervenir en 

apelaciones sobre destituciones, suspensiones, separaciones, cesantías y 

reasignaciones de puestos del Servicio Uniforme al Servicio Central.  4 

LPRA Ap. XIV, Artículo VI (1)(a).  Los funcionarios y empleados de la Rama 
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Judicial con derecho a apelar ante la Junta deberán presentar su escrito de 

apelación en la Secretaría dentro del término de quince (15) días, contados 

a partir de la fecha de notificación de la determinación tomada por la 

autoridad nominadora.  4 LPRA Ap. XIV, Artículo VII (a). 

El Reglamento de la Junta de Personal dispone que “[e]n los 

procedimientos ante la Junta serán aplicables los mecanismos de 

descubrimiento de pruebas establecidos en las Reglas de Procedimiento 

Civil vigentes.  La Junta o el Presidente tendrán discreción para aplicar las 

sanciones provistas por dichas Reglas de Procedimiento Civil, así como 

para alterar los términos allí provistos y para tomar cualquier medida que 

fuere necesaria a fin de que ello no resulte en una dilación innecesaria de 

los procedimientos.”  4 LPRA Ap. XIV, Artículo IX.  

El Artículo 3 de la Ley de Personal, supra, expresamente promulga 

que:  

[l]os funcionarios y empleados […] podrán ser suspendidos o 
destituidos sólo por justa causa, mediante la formulación de 

cargos, y tendrán el derecho de defenderse y ser oídos en la 
forma en que dispone este capítulo.  
 

Según establece el Artículo 4, inciso (b), de dicho estatuto, 4 LPRA 

sec. 524, la Junta de Personal de la Rama Judicial es el organismo con 

facultad para:  

(b). […] revisar las determinaciones tomadas por el poder 
nominador, como medidas disciplinarias, destituciones y toda 

clase de acción de personal en aquellos casos de empleados y 
funcionarios a los que las reglas le concedan tal derecho. 

Dentro de quince (15) días, a partir de la fecha de la 
notificación de la acción de personal, de la medida disciplinaria 
o destitución mediante la formulación de cargos, el empleado o 

funcionario puede apelar esta determinación ante esta Junta.  
En estas apelaciones se seguirán, hasta donde sea posible, las 
disposiciones de las Reglas de Evidencia vigentes.   

 
Las decisiones de la Junta serán finales a menos que 

cualquiera de las partes solicite la revisión judicial presentando 
la petición correspondiente ante el Tribunal de […] 
Apelaciones, conforme lo dispuesto en la […] Ley de Judicatura 

de Puerto Rico […].   
 

Por su parte, la Regla 24 de las Reglas del Sistema de Personal 

establece que “los funcionarios y empleados,… podrán ser suspendidos o 

destituidos sólo por justa causa, mediante la formulación de cargos, y 
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tendrán el derecho de defenderse y ser oídos en la forma en que dispone 

esta ley.”  Así, la misma Regla expone las siguientes medidas disciplinarias: 

(1) Destituciones: Podrán ser motivo de destitución los 
siguientes: 
 

a. Negligencia en el desempeño de sus funciones. 
 

b. Insubordinación. 

 
c. Conducta desordenada, inmoral, ilegal o incorrecta, 

lesiva al buen nombre de la Rama Judicial de Puerto 
Rico. 

 

d. […] 
 

e. Incapacidad manifiesta, incompetencia o ineptitud en 
el desempeño de sus funciones. 

 

f. Conducta impropia en el desempeño de sus 
funciones. 

 

[…] 
  

 De igual forma, el Reglamento de la Administración del Sistema de 

Personal de la Rama Judicial (Reglamento de Personal), en el Artículo 16.0 

contiene las medidas disciplinarias que aplican a los (las) empleados (as) de 

la Rama Judicial.   Así, establece que “[l]os funcionarios y empleados del 

Servicio Uniforme podrán ser suspendidos o destituidos sólo por justa 

causa, mediante la formulación de cargos, y tendrán el derecho de 

defenderse y ser oídos en la forma que dispone la ley.”  En lo concerniente 

a las destituciones, el Artículo 16.1 del Reglamento de Personal establece 

que: 

Entre otras, constituirán justa causa para la destitución las 
siguientes: 

 
(a) Negligencia en el desempeño de sus funciones. 
(b) Insubordinación. 

(c) Conducta desordenada, inmoral, ilegal o incorrecta, lesiva al 
buen nombre de la Rama Judicial de Puerto Rico. 

(d) […] 
(e) Incapacidad manifiesta, incompetencia o ineptitud en el 
desempeño de sus funciones. 

(f) Conducta impropia en el desempeño de sus funciones. […] 
 

Por otra parte, mediante Circular Núm. 28, del Año Fiscal 2013-

2014, la OAT publicó las nuevas Normas y Procedimientos Disciplinarios 

contra Funcionarios y Empleados(as) del Servicio Uniforme de la Rama 
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Judicial de Puerto Rico (en adelante, Normas y Procedimientos) que fueron 

actualizadas por la Oficina de Asuntos Legales (OAL).  La referida 

reglamentación fue revisada y actualizada “en aras de incorporar a 

nuestros procesos mecanismos más ágiles y eficientes que resulten en una 

efectiva y más rápida resolución de las controversias disciplinarias 

conforme a la reglamentación aprobada por el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico en materia de personal.” 

En cuanto al inicio del procedimiento disciplinario, la Sección 5 (A) 

establece que “[c]ualquier persona interesada en que se inicie una 

investigación disciplinaria contra un(a) funcionario(a) o empleado(a) podrá 

presentar una queja personalmente, o por correo, ante la Oficina de 

Asuntos Legales.”  El Inciso (C) de la misma Sección lee así: 

El (la) Director(a) podrá ordenar a instancia propia, o a 

solicitud del (de la) Juez(a) Presidente(a) o de un(a) Juez(a) 
Asociado(a) del Tribunal Supremo de Puerto Rico, que la 
Oficina de Asuntos Legales, o la persona que a tales efectos se 

designe, inicie una investigación disciplinaria contra un(a) 
funcionario(a) o empleado(a).  En tales casos, la 

determinación del (de la) Director(a) se considerará como 
una queja y no requerirá cumplir con los requisitos de la 
Sección 5(A). (Énfasis nuestro). 

 
La Sección 10 de las Normas y Procedimientos, establece que: 

En aquellos casos en que resulte procedente la 
formulación de cargos y la celebración de una vista 

administrativa informal, por entenderse que existe justa causa 
para tomar una acción disciplinaria cuya sanción pudiera 
resultar en la destitución o en la imposición de una suspensión 

de empleo y sueldo, la notificación a la parte promovida se 
hará conforme se dispone a continuación: 

A. Un(a) funcionario(a) o empleado(a) podrá ser suspendido de 
empleo y sueldo o destituido(a) por justa causa, mediante la 
formulación de cargos, y tendrá el derecho de defenderse y 

ser oído(a). 
 

B. Cuando a juicio de (de la) Director(a) exista justa causa para 

imponer las acciones disciplinarias señaladas en el anterior 
inciso (a), este(a) procederá con la formulación de cargos 

contra la parte promovida, notificándole por escrito la 
siguiente información: 

 

(1) un breve resumen de la conducta que alegadamente es 
constitutiva de una infracción, o de la conducta que de 

no corregirse podría dar lugar a una infracción, 
incluyendo la fecha y lugar de los sucesos; 
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(2) una breve referencia a las disposiciones legales, 
reglamentarias o administrativas bajo las cuales se 

imputa la infracción; 
 

(3) una breve descripción de la prueba con la que se cuenta 
para sustentar los cargos formulados; 

 

(4) notificación del derecho a solicitar y ser escuchado(a) en 
una vista administrativa informal; o del señalamiento de 
la vista administrativa informal, si así lo entiende 

apropiado el (la) Director(a); 
 

(5) una notificación del derecho a comparecer a la vista 
administrativa informal acompañado(a) de abogado(a); y  

 

(6) una advertencia de que, transcurrido el término de diez 
(10) días siguientes a la notificación sin que se solicite la 

vista administrativa informal, se entenderá que la parte 
promovida renunció a su derecho a ser oído(a) y se 
procederá con la determinación final, la cual podrá 

incluir la acción disciplinaria que corresponda. 
 
En la notificación por escrito de la vista administrativa se le indicará 

a la parte promovida sobre su derecho a refutar en dicha vista los cargos 

en su contra, a ofrecer su versión de los hechos, a explicar las razones por 

las cuales no debe ser disciplinado(a) y a ofrecer prueba documental, así 

como nombres de testigos, entre otros.  Sección 11(A)(4) de las Normas y 

Procedimientos.  Una vez celebrada la vista administrativa informal, el (la) 

Director(a), en el uso de su discreción, tomará la determinación final que 

corresponda, bien sea para:  (i) ordenar el archivo de los cargos; (ii) 

imponer una acción disciplinaria menor a la parte promovida; o (iii) 

decretar la destitución o la suspensión de empleo y sueldo de la parte 

promovida.  Sección 13(A), de las Normas y Procedimientos. 

De otra parte, el Código de Ética para Funcionarios, Empleados, Ex 

Funcionarios y Ex Empleados de la Rama Judicial (Código de Ética) 

establece que la misión de la Rama Judicial requiere de sus funcionarios y 

empleados el estricto cumplimiento de los principios de honestidad, 

integridad, imparcialidad y de las más altas normas de conducta a fin de 

garantizar la óptima prestación de servicios.  Además, dispone que los 

empleados y funcionarios deberán observar un comportamiento correcto, 

cortés y de respeto en sus relaciones con sus supervisores, supervisados, 

demás compañeros de trabajo y ciudadanos.  Regla 4, Código de Ética. 
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La Regla 5 del Código de Ética contiene otras normas generales de 

conducta para los (las) funcionarios(as) y empleados(as) de la Rama 

Judicial.  La referida Regla dispone que los funcionarios y empleados 

tienen la obligación de realizar los deberes y responsabilidades de sus 

cargos aportando el máximo de sus capacidades con un alto espíritu de 

dedicación y diligencia.  Establece, además, que deben actuar “digna y 

rectamente, tanto en su carácter de servidores públicos como en el de 

ciudadanos particulares, para mantener intachable la buena imagen de 

la Rama Judicial.”  (Énfasis nuestro).  La violación de cualquiera de las 

disposiciones del Código de Ética constituirá justa causa para iniciar una 

investigación administrativa que justifique la imposición de medidas 

disciplinarias.  Regla 12, Código de Ética. 

De otra parte y en lo pertinente a la controversia de autos, el 

Reglamento de Métodos Alternos para la Solución de Conflictos (Reglamento 

de Mediación) dispone que los (las) mediadores(as) tienen que cumplir “con 

las calificaciones, deberes y obligaciones éticas establecidas en este 

Reglamento y con aquellas que el Negociado haya establecido y con 

cualquier otra reglamentación aprobada por la Rama Judicial relacionada 

con las calificaciones, deberes y obligaciones éticas de los interventores y 

las interventoras neutrales”.  Regla 7.06 del Reglamento de Mediación. 

 El Reglamento de Mediación establece, además, que la información 

ofrecida por los(as) participantes en un proceso de mediación, así como los 

documentos y expedientes de trabajo, será confidencial y privilegiada.   Las 

partes y el interventor o interventora neutral solo podrán revelar la 

información transmitida en el método alterno, si media un consentimiento 

escrito de todas las partes involucradas.  Regla 6.01, Reglamento de 

Mediación. 

Nuestro Tribunal Supremo ha expresado que la Junta de Personal 

“es el organismo llamado a resolver las querellas y apelaciones que los 

empleados de la Rama Judicial [presenten] contra decisiones tomadas por 

la autoridad nominadora que les resulten adversas. Las decisiones tomadas 
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por la referida Junta tienen las características de una determinación cuasi-

judicial”.  Rivera v. Dir. Adm. Trib., 144 DPR 144 DPR 808, 817-818 (1998).  

En cuanto al contenido de las resoluciones de la Junta de Personal, 

dispone el artículo XIV del Reglamento que “[l]as resoluciones de la Junta 

se tomarán con el voto de la mayoría.  Deberán contener las 

determinaciones de hecho y las conclusiones de derecho en que estén 

basadas”.  4 LPRA Ap. XIV.   

En Rivera v. Dir. Adm. Trib., supra, reiterado en Báez v. Dir. Adm. 

Trib., 150 DPR 351, 354 y 356 (2000), y en García Fantauzzi v. Dir. Adm. 

Trib., 182 DPR 560, 566 (2011) (Sentencia), el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico expresó que, aun cuando la Rama Judicial no es una agencia 

administrativa y, en consecuencia, sus decisiones no se rigen por la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, las acciones de personal que día a 

día realiza la Oficina de Administración de Tribunales son similares a las 

decisiones cuasijudiciales de las agencias administrativas tomadas en la 

gestión del capital humano gubernamental, por lo que deben regirse por un 

procedimiento similar al de la revisión judicial de determinaciones 

administrativas.   

Cónsono con ello, la Ley de la Judicatura de 2003, Ley núm. 201 de 

22 de agosto de 2003, 4 LPRA sec. 24 et seq., dispone que el Tribunal de 

Apelaciones revisará, como cuestión de derecho, las decisiones, órdenes y 

resoluciones finales de los organismos o agencias administrativas.             

Art. 4.006, 4 LPRA sec. 24 y (c).  La norma que limita la revisión judicial a 

las órdenes o resoluciones finales de una agencia u organismo 

administrativo pretende evitar que el trámite administrativo sea 

interrumpido injustificadamente y propicia, a su vez, que se adjudiquen 

todas las controversias pendientes ante la agencia antes de acudir al 

auxilio judicial.  

C. 

 Es norma firmemente arraigada en nuestro ordenamiento jurídico 

que, previo a interferir con los intereses propietarios o libertarios de un 
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ciudadano, el Estado debe cumplir con las exigencias del debido proceso, 

según surge de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

 Art. II, Sec. 7, Const. ELA, LPRA, Tomo 1.  Este derecho constitucional 

tiene dos vertientes:  la procesal y la sustantiva.  La vertiente procesal, la 

pertinente en este recurso, se enfoca en garantizar un proceso justo y 

equitativo ante acciones estatales que interfieran con intereses privados de 

un ciudadano.  Garriga Villanueva v. Mun. de San Juan, 176 DPR 182, 196 

(2009).  

Ahora bien, el debido proceso de ley no es un molde rígido que prive 

de flexibilidad a los organismos administrativos.  Lo que exige este derecho 

es que se le conceda al empleado un proceso justo y equitativo que respete 

la dignidad de los individuos.  Ramírez Ferrer v. Policía de PR, 158 DPR 

320, 337338 (2002).  

En el contexto del empleo público, se ha reconocido que un empleado 

público tiene un reconocido interés en la retención de su empleo, si dicho 

interés está protegido por la ley (empleado de carrera) o cuando las 

circunstancias crean una expectativa de continuidad.  Díaz Martínez v. 

Policía de P.R., 134 DPR 144, 148 (1993); Orta v. Padilla Ayala, 131 DPR 

227, 241 (1992).  Es decir, los empleados que tienen un interés propietario 

en sus puestos, tienen derecho a las garantías de un debido proceso de ley 

en su vertiente procesal, antes de ser destituidos o separados de su 

empleo. Ramírez Ferrer v. Policía de PR, supra.  

Una medida disciplinaria, aun cuando no sea una destitución, puede 

afectar la tenencia de empleo del servidor público de carrera.  Díaz Martínez 

v. Policía de P.R., supra, pág. 150-151.  Por tanto, tal curso de acción 

requiere el cumplimiento con la vertiente procesal del debido proceso de 

ley.  Las garantías que tienen los empleados son:  una notificación 

adecuada de los cargos, una descripción de la prueba que posee el 

patrono en su contra y una vista informal que le brinde al empleado la 

oportunidad de presentar su versión de los hechos.  Id; Calderón Otero 
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v. C.F.S.E., 181 DPR 386, 399 (2011); Garriga Villanueva v. Mun. de San 

Juan, supra.  

Para distinguir la vista informal de la vista formal, la siguiente 

expresión del Tribunal Supremo es ilustrativa, “[…] la vista informal es el 

primer escalón procesal en el cual ambas partes expresan de manera 

informal los cargos y las posibles defensas que podrían ser utilizadas 

posteriormente ante el foro apelativo correspondiente”.   U. Ind. Emp. A.E.P. 

v. A.E.P., 146 DPR 611, 618619 (1998).  Incluso, a menos que la ley 

orgánica o el reglamento de la agencia concernida concedan mayores 

garantías procesales, la vista informal no establecerá procedimientos de 

descubrimiento de prueba ni vistas adversativas formales.  Tampoco se 

concederá al empleado el derecho a confrontar toda la prueba en su contra. 

 Id.   La notificación tiene el propósito vital de informar al empleado que se 

va a celebrar una vista, de suerte que pueda prepararse de forma adecuada 

para ella.  Id., pág. 621.  

III. 

 En el caso que nos ocupa, los señalamientos de error que hace el 

recurrente están dirigidos a plantear que no procedía la Resolución 

Sumaria debido a que la parte recurrida:  (1) no contestó el requerimiento 

de admisiones, (2) existían hechos en controversia, (3) no había culminado 

el descubrimiento de prueba y, (4) la Junta de Personal utilizó como hechos 

probados la transcripción de la Vista Informal, cuando en la misma no hay 

derecho a confrontación de testigos y prueba.   

 En su escrito, el recurrente expone que ante el hecho de que la parte 

recurrida no contestara el Requerimiento de Admisiones dentro del término 

de 20 días provisto en la Regla 33 de las Reglas de Procedimiento Civil, 

supra, se dio por admitido dicho Requerimiento, por lo que procedía dictar 

resolución sumaria a su favor.   

 De otra parte, el recurrente afirma que evidentemente hay 

controversia en numerosos hechos materiales.  Señala que la parte 

recurrida expresó como un hecho sobre el cual no existe controversia, que 
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durante la Vista Informal celebrada, previo a la destitución del señor 

Pabón, la Rama Judicial, como parte del proceso disciplinario y en atención 

a los intereses propietarios del recurrente, le proveyó todas las garantías de 

un debido proceso de ley, según lo requiere nuestro ordenamiento jurídico.  

Alega que de la transcripción de la Vista Informal celebrada el 14 de agosto 

de 2014 se desprende que no se cumplió con el debido proceso de ley, al no 

mostrar toda la prueba que tenían en contra del recurrente.  Expone que en 

dicha transcripción y en la Solicitud de Resolución Sumaria queda 

demostrado que la parte recurrida no cumplió con uno de los requisitos 

establecidos en la jurisprudencia:  que le describan la prueba. 

 El recurrente arguye que existen hechos en controversia sobre las 

alegadas violaciones a las normas y reglamentos que le fueron imputadas.  

Esto, debido a que el señor Pabón fue evaluado con un desempeño “Bueno” 

y durante el mismo periodo se le imputan las alegadas violaciones al 

Reglamento y que dicha evaluación expresa todo lo contrario a lo imputado 

por la parte recurrida.  El recurrente colige que la parte recurrida le 

atribuye erróneamente elementos de intensión a las expresiones realizadas 

por éste en un foro ajeno a su trabajo y en el ejercicio a su derecho 

constitucional a la libertad de expresión, al indicar que la conducta del 

recurrente es “lesiva al buen nombre de la Rama Judicial”.  El señor Pabón 

sostiene que el contenido de los escritos en su red social personal son 

creaciones literarias y que ningún cliente presentó una querella en su 

contra, a pesar de que su página de Facebook se hallara abierta al público 

general, lo que demuestra que los escritos son expresiones ficticias y 

humorísticas falsas, producto de su ejercicio a la libertad de expresión y en 

el ámbito de su vida privada.  

 El recurrente añade que es la misión de un “bloguero”, como lo es él, 

que sus expresiones apelen a las masas y sostiene que dichas expresiones 

se realizaron fuera del lugar de trabajo y en horas no laborables.  Agrega, 

además, que sus expresiones tratan sobre las distintas sub culturas 

puertorriqueñas, que para nada tienen que ver con las condiciones de su 
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centro de trabajo o con elementos esenciales al puesto que ejercía.  Por ello, 

plantea que a dichas expresiones se les debe dar el trato y la protección que 

exige la primera enmienda, y que el Máximo Foro de los Estados Unidos, 

entendió pertinente proteger para asegurar el derecho a la libertad de 

expresión de los empleados gubernamentales. 

 De otra parte, el recurrente manifiesta que la parte recurrida 

pretende sostener la Resolución Sumaria a pesar de que no se ha producido 

prueba necesaria para su defensa.  Esto, al no haber hecho entrega de los 

informes, investigaciones o documentos que sostienen sus determinaciones, 

según solicitados mediante descubrimiento de prueba.   El señor Pabón 

añade que no se sostiene en derecho hacer uso de una transcripción de una 

Vista Informal, en donde no se contrainterrogó testigos, donde no se le 

proveyó la transcripción de la Vista para su corrección y revisión y, en 

donde no se le advirtió que la misma se utilizaría en un procedimiento de 

Vista Formal.  Plantea que esto violenta los principios más elementales del 

debido proceso de ley, por lo que la Junta de Personal debió rechazar dicha 

transcripción, pues, como apelante, no tuvo oportunidad de una Vista 

Formal, con la oportunidad real de confrontar la prueba en su contra, 

contrainterrogar testigos y presentar prueba a su favor.  Asevera que la 

decisión fue prematura, arbitraria y en incumplimiento de todas las 

garantías procesales que provee tanto la Constitución de Estados Unidos, 

como la de Puerto Rico. 

 Por su parte, la Directora Administrativa al discutir el segundo 

señalamiento de error, al que cataloga como el asunto sustantivo primordial 

en el presente caso, identifica dos hechos o asuntos sobre los cuales el 

recurrente entiende que existe controversia.  Estos son:  1) que no se 

cumplió con el debido proceso de ley, toda vez que en la vista informal no se 

mostró toda la prueba que se tenía en su contra, y 2) que no hubo violación 

a las normas y reglamentos imputados.    En torno al primer asunto, la 

parte recurrida expone que los autos reflejan que la Rama Judicial, como 

parte del proceso disciplinario y en atención a los intereses propietarios del 
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recurrente, le proveyó a éste todas las garantías de un debido proceso de 

ley, según lo requiere nuestro ordenamiento jurídico. 

 En torno al alegado incumplimiento del debido proceso de ley, la 

parte recurrida alega que, conforme a la Sección 5, Inciso C de las Normas 

y Procedimientos Disciplinarios contra Funcionarios(as) y Empleados(as) del 

Servicio Uniforme de la Rama Judicial de Puerto Rico, el 21 de mayo de 2014, 

la Directora Administrativa refirió a la OAL una serie de mensajes colgados 

por el recurrente en la red de comunicación social “Facebook”.  Expone que 

mediante comunicación del 25 de junio de 2014, la Directora 

Administrativa, de manera pormenorizada, reprodujo las fechas de los 

comentarios incluidos en la página del señor Pabón y que transcribió 

textualmente las expresiones.  De igual forma se le notificó al recurrente 

que la investigación reveló que la cuenta reflejaba un perfil de acceso 

público en el que se identificaba como empleado del Tribunal General de 

Justicia.  Además, se le informó al recurrente que la naturaleza de las 

comunicaciones descritas podían ser consideradas como ofensivas, 

burlonas, prejuiciadas y sarcástica respecto a los asuntos que éste 

manejaba como parte del desempeño de su trabajo, en incongruencia con 

las funciones de supervisión que le han sido delegadas.  Añade la Directora 

Administrativa que en la misma comunicación se le notificó al recurrente 

que la conducta podría configurar violación a varios reglamentos y 

normativa aplicable como funcionario de la Rama Judicial y se le advirtió 

sobre su derecho a solicitar una vista informal para exponer su posición en 

torno a los hechos indicados, presentar documentos y ofrecer nombres de 

testigos que entendiera pertinentes y que aportaran prueba a su favor. 

 Asevera la parte recurrida que en la Vista Informal celebrada, según 

requerida por el señor Pabón, se le explicó a éste sus derechos en dicha 

etapa y se hizo referencia a la notificación del 25 de junio de 2014.  Así, se 

dieron por leídos los mensajes que constaban en dicha notificación, se le 

informó las fechas de los mismos y se le proveyó la oportunidad para que 

expusiera su versión.  La Directora Administrativa esboza que, tras 
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aquilatar la posición expresada por el recurrente en la Vista Informal, 

emitió su decisión final mediante comunicación del 20 de noviembre de 

2014.  Afirma la parte recurrida, que las comunicaciones evidencian que se 

informó al recurrente sobre los hechos que se le imputaron, así como el 

detalle de todas y cada una de las disposiciones reglamentarias que violentó 

como resultado de su actuación y que, por tanto, es evidente que al 

recurrente se le otorgaron las garantías del debido proceso de ley, pues se 

trata de la etapa informal del procedimiento.  Afirma la parte recurrida que 

nuestro acervo jurídico no dispone que en la etapa de la vista informal sea 

necesario la entrega de los documentos que sustenten las violaciones a las 

normas y reglamentos, ni realizar un descubrimiento de prueba. 

 En cuanto a la segunda controversia de hecho señalada por el 

recurrente, relacionada a las violaciones de las normas y reglamentos 

imputadas, la Directora Administrativa plantea que este es un asunto de 

derecho y no una controversia de hecho.  Aun así, argumenta que 

ciertamente se pudo evaluar satisfactoriamente las ejecutorias del 

recurrente en el plano laboral.  No obstante, el Reglamento del Sistema de 

Personal establece que los funcionarios tienen, además, el deber de 

mantener una conducta ordenada, moral, legal, correcta y no lesiva al buen 

nombre de la Rama Judicial.  Asimismo sostiene que la evaluación de las 

funciones de un(a) empleado(a) no puede tener como consecuencia truncar 

una investigación confidencial que se lleva de manera concomitante al 

periodo de evaluación. 

 Con relación a los casos que cita el recurrente en apoyo a su 

contención en torno a la protección al derecho de libertad de expresión, la 

parte recurrida arguye que los casos citados por el señor Pabón no son 

similares o comparables a la controversia ante nos.   Enuncia, además, que 

las expresiones del recurrente, al estar en relación con los asuntos que 

maneja como parte del desempeño de su trabajo como mediador, 

demostraron conducta inmoral, incorrecta o lesiva al buen nombre de la 

Rama Judicial lo que tiene un impacto en la eficiencia de las operaciones.  
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Expone la parte recurrida, que de las manifestaciones públicas que fueron 

realizadas por el recurrente es de notar que no sólo contiene un lenguaje 

soez, sino que también un ánimo sarcástico, insensible y prejuiciado, lo que 

es incompatible con la actitud y el comportamiento esperado de una 

persona que funge el noble oficio de mediar con sensibilidad los conflictos 

entre personas. 

 Luego de citar los mensajes publicados por el recurrente, la Directora 

Administrativa enfatiza lo siguiente: 

 Como podrá observar este Honorable Foro, los 

comentarios transcritos tratan de narrativos que se refieren de 
manera explícita no sólo al método de mediación y las “técnicas 
aprendidas” para implementarlo, sino que contienen 

referencias directas a que quien narra es un mediador.  
Igualmente, vale mencionar que hallamos alusión directa a 
frases como “varios casos de ejecución de hipotecas”, a una 

“señora” que salva su casa por un “acuerdo de mediación”, a 
un “banco despiadado que le quitaba la casa” a un camionero 

que lloraba; entre otros.  Similarmente, el Recurrente alude en 
sus comentarios al uso de las destrezas o “técnicas 
aprendidas” en atención al manejo de los casos de mediación.  

Asimismo, alertamos a que el Recurrente se refiere en el 
comentario colgado el 25 de marzo a “Pabón” que, como es 
conocido, es el primer apellido de este.  Asimismo, en dicho 

narrativo y que se refiere a la “autoridad” que le es conferida 
“estar detrás de un escritorio del tribunal”, que como se sabe, 

es el centro de empleo de un(a) mediador(a). 
  
 La parte recurrida señala que el recurrente pretende desasociar su 

labor como funcionario de la Rama Judicial con el contenido de los escritos 

que obraban en su página de red social cuando la prueba documental 

demuestra contundentemente lo contrario.  Destaca, además, que el hecho 

de que el recurrente no se refiera a nombres o números de casos específicos 

en los narrativos incluidos, no debe ser óbice para arribar a una conclusión 

contraria a la de la Autoridad Nominadora en torno a la sanción que 

amerita tal conducta.  En resumen, la parte recurrida expone que las 

expresiones publicadas por el recurrente están en contra del Código de 

Ética, del Plan Estratégico vigente a la fecha de los hechos, titulado Justicia 

y Servicio, de la misión de administración de justicia equitativa de la Rama 

Judicial y distan de constituir un reflejo de la buena reputación e imagen 

que caracteriza a la Rama Judicial. 
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 En cuanto a los señalamientos de error, primero, tercero y cuarto, la 

parte recurrida aduce que el Reglamento de la Junta de Personal expone 

que la aplicabilidad de las Reglas de Procedimiento Civil es en lo atinente a 

los mecanismos de descubrimiento de pruebas que dichas Reglas proveen y 

que la Junta o el Presidente tienen discreción para aplicar las sanciones 

provistas en las Reglas de Procedimiento Civil, así como para alterar los 

términos que allí se proveen.  Señala que en el presente caso, la Junta no 

aplicó rigurosa e inflexiblemente los términos provistos por las Reglas de 

Procedimiento Civil, en vista de que se anejaron documentos que 

demostraban que el descubrimiento cursado fue recibido en fecha posterior 

por la OAL, quien tiene la encomienda de contestarlos. 

 En cuanto al asunto de haberse dictado una Resolución 

sumariamente sin que, alegadamente, se culminara el descubrimiento de 

prueba, la parte recurrida afirma que el recurrente tuvo ante sí la 

documentación que era pertinente y que fue considerada por la Autoridad 

Nominadora con el fin de tomar la decisión en la etapa investigativa.  De 

igual forma reitera que la información que obra en el expediente 

investigativo fue provista, pues a base de ésta se tomó la determinación de 

la cual se recurrió ante la Junta y donde surge toda la información 

relacionada a las bases reglamentarias de la investigación, quién la 

promovió y a base de qué disposición de la normativa se hizo. 

 En lo pertinente a la transcripción de la Vista Informal, la parte 

recurrida menciona que el recurrente anejó dicho documento a su 

oposición a resolución sumaria y fue utilizado para argumentar los motivos 

por los cuales no procedía la disposición del asunto.  Señala, además, que 

la Vista Informal, se circunscribe a ser prueba del cumplimiento con el 

proceso conducido ante la Autoridad Nominadora, el cual ha sido 

consistentemente impugnado por el recurrente.  Expone que la 

transcripción de dicha Vista demuestra que ésta se condujo al amparo de 

los parámetros jurisprudenciales vigentes en donde se le dio la oportunidad 

al recurrente de exponer su versión de los hechos. 
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IV. 

 Discutiremos conjuntamente los errores señalados por el recurrente, 

al estar estrechamente relacionados.  Primeramente, según reseñado 

anteriormente, los mecanismos de descubrimiento de prueba establecidos 

en las Reglas de Procedimiento Civil son aplicables a los procedimientos 

ante la Junta.  Así, el 19 de diciembre de 2014, el recurrente informó, 

mediante moción a la Junta que había enviado a la parte recurrida un 

Primer Pliego de Interrogatorio, así como un Requerimiento de Admisiones.   

El 13 de enero de 2015 el recurrente solicitó que se diera por admitido el 

Requerimiento de Admisiones, ya que habían transcurrido 28 días y la 

parte recurrida no lo había contestado.  En la misma fecha, el recurrente 

solicitó que se dictara una Resolución Sumaria, incluyendo como hechos 

que no están en controversia, los mismos incluidos en el Requerimiento de 

Admisiones.   

No obstante lo anterior, la parte recurrida alegó ante la Junta que la 

OAL recibió dichos documentos el 8 de enero de 2015 y fue entregado a la 

representación legal de la parte recurrida el 13 de enero de 2015, por lo que 

al día siguiente, 14 de enero, solicitó un plazo adicional de 30 días para 

contestar el Interrogatorio y el Requerimiento.  La parte recurrida, además, 

planteó mediante moción presentada el 5 de febrero de 2015, que el 

recurrente inició el descubrimiento de prueba de manera prematura, ya que 

el Reglamento de la Junta dispone que los mecanismos de descubrimiento 

de prueba solo podrán ser iniciados por las partes dentro del término de 30 

días computados desde la fecha de la radicación del escrito de apelación, 

por lo que se podía dar por no puesta la notificación del descubrimiento 

cursado.  No obstante lo anterior, la parte recurrida contestó el 

Interrogatorio y el Requerimiento de Admisiones.  El recurrente se 

opuso a dicha moción.   La Junta emitió una Orden el 18 de febrero de 

2015 en la que declaró no ha lugar la solicitud del recurrente para que 

se dieran por admitidas las aseveraciones contenidas en el 

Requerimiento de Admisiones y concedió 30 días a la parte recurrida 
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para expresar su posición en torno a la “Solicitud de Resolución Sumaria” 

presentada por el recurrente.  El 20 de marzo de 2015 la Directora 

Administrativa presentó su escrito en oposición a la solicitud de resolución 

sumaria y en solicitud de que se dictara resolución sumaria a su favor, a la 

cual el recurrente se opuso. 

Tanto la Regla 33 de Procedimiento Civil, como el Reglamento de la 

Junta, aplicable al presente caso, proveen para que los términos dispuestos 

en las Reglas de Procedimiento Civil puedan ser alterados.   Nuestro más 

Alto Foro ha reiterado que el tribunal, en el ejercicio de su discreción, 

debe interpretar la regla de forma flexible, para favorecer, en los casos 

apropiados, que el conflicto se dilucide en los méritos.  También, debe de 

ejercer especial cuidado cuando se trata de una admisión tácita, o sea, por 

no haberse contestado el requerimiento dentro del término para ello.  Las 

disposiciones de la Regla 33 de Procedimiento Civil, supra, son 

mandatorias, no meramente directivas, lo que requiere que haya un 

cumplimiento sustancial con las mismas.  Sin embargo, al aplicarla e 

interpretarla, no se puede permitir que consideraciones técnicas 

prevalezcan en detrimento de la justicia sustancial.  Véase, Audiovisual 

Lang v. Sist. Est. Natal Hnos., 144 DPR 563, 573-575 (1999).  En este caso, 

la Junta, en el ejercicio de su discreción, declaró no ha lugar la solicitud del 

recurrente para que se dieran por admitidas las aseveraciones contenidas 

en el Requerimiento de Admisiones.   

En cuanto a resolución sumaria del caso sin haber culminado el 

descubrimiento de prueba, cabe destacar que el recurrente en su Solicitud 

de Resolución Sumaria, alegó que no existía controversia real sustancial 

sobre hechos materiales y fundamentó la misma en las aseveraciones 

incluidas en el Requerimiento de Admisiones, el cual fue posteriormente 

contestado por la parte recurrida.  Asimismo, surge de los autos que el 

Interrogatorio fue contestado y que se le proveyó al recurrente los 

documentos pertinentes a la etapa investigativa del caso.  De otra parte, en 

su solicitud de resolución sumaria, el recurrente no hizo alguna 
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reclamación sobre incumplimiento del debido proceso de ley.   En vista de 

lo anterior, concluimos que la Junta no incidió en los errores primero y 

tercero señalados en el recurso de título. 

Según definido en las Normas y Procedimientos, la Vista 

administrativa informal es una “oportunidad ofrecida al funcionario(a) o 

empleado(a) del Servicio Uniforme de la Rama Judicial de Puerto Rico para 

ser oído(a) en torno a las imputaciones en su  contra.”  Según lo requiere 

nuestro ordenamiento jurídico, en la vista administrativa informal se le 

brindó al recurrente la oportunidad de presentar su versión de los hechos.   

Esta vista celebrada ante la OAL fue grabada y transcrita.  Una vez 

celebrada la referida vista, el (la) Director(a), en el uso de su discreción, 

toma la determinación final que entienda corresponde, que en este caso fue 

la destitución del recurrente.  En la vista informal administrativa el señor 

Pabón podía, además, ofrecer prueba documental, así como nombres de 

testigos que entendiera pertinentes y que aportaran prueba a su favor, lo 

cual no hizo.   

Destacamos que la Resolución aquí recurrida contiene diecisiete 

determinaciones de hechos, de las cuales solo una, la determinación 

número 15, hace referencia a la vista informal.  La Junta, mediante su 

Resolución, primeramente evaluó la procedencia de la resolución sumaria 

de la apelación ante sí.  Para ello, analizó la Solicitud de Resolución 

Sumaria del recurrente, la oposición a la misma y la solicitud de resolución 

sumaria presentada por la parte recurrida y la oposición del recurrente a 

que se dictara resolución sumaria a favor de la Directora Administrativa.  A 

esta oposición el recurrente unió la transcripción de la Vista Informal para 

argumentar las razones por las cuales no procedía la disposición del asunto 

sumariamente1.  Así, concluyó la Junta que la alegación del recurrente de 

que existían controversias sobre hechos esenciales que impedían que se 

dicte resolución sumaria, era inmeritoria.  En lo pertinente, la Junta, en su 

Resolución, consignó lo siguiente: 

                                                 
1 Recurso de Revisión, Anejo 4, pág. 43. 
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Al no existir controversia sobre las determinaciones de hechos 
esbozadas en la presente Resolución y habiéndose demostrado 

que las mismas están fundamentadas en admisiones de parte, 
declaración jurada y documentos oficiales de la Oficina de 

Administración de los Tribunales y de la red social Facebook, 
nos corresponde evaluar las controversias de derecho. 
 

En vista de lo anterior, entendemos que la Junta no utilizó solamente 

la transcripción de la Vista Informal para fundamentar los hechos 

probados, sino que, ciertamente, la Junta se circundó a examinar 

taxativamente si las expresiones hechas por el recurrente en la red social 

“Facebook” eran contrarias a las normas aplicables en la Rama Judicial.  

Por tanto, la Junta no cometió el cuarto error señalado. 

En torno a la alegación de que existen hechos materiales en 

controversia, los cuales se circunscriben a que la parte recurrida no 

cumplió con el debido proceso de ley, al no mostrar toda la prueba que 

tenía contra el señor Pabón, en adición a que éste no violó las normas y 

reglamentos, según se le imputa, ultimamos que no le asiste la razón al 

recurrente.  Veamos. 

Auscultamos si la parte recurrida describió la prueba que poseía en 

contra del recurrente.  Encontramos que, según se desprende de los anejos 

del recurso, la primera comunicación escrita dirigida al recurrente fue el 25 

de junio de 2014.  En la referida misiva se le informó al recurrente que la 

Directora Administrativa había referido a la OAL, para evaluación, una serie 

de mensajes publicados en la red social “Facebook” que estaba a nombre de 

éste.  Además, la parte recurrida citó ad verbatim cada una de las 

expresiones colgadas en “Facebook” y que serían evaluadas por la OAL, con 

indicación de las fechas en las que fueron publicadas.  En la misma 

comunicación se le notificó al recurrente que la página de “Facebook” 

reflejaba un perfil de acceso al público en general y que se identificaba 

como empleado del Tribunal General de Justicia.  Surge también que se le 

especificó al señor Pabón que su conducta podría configurar violación a 

varios reglamentos y normativa aplicable a los empleados(as) y 

funcionarios(as) de la Rama Judicial, disposiciones reglamentarias que 
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fueron citadas.  Posteriormente, en la vista informal celebrada, el 

recurrente tuvo la oportunidad de expresar su versión de los hechos, según 

fueron descritos en la comunicación del 25 de junio de 2014.  

Posteriormente, cuando se le cursó al señor Pabón una notificación escrita 

de la determinación final sobre su destitución, también fue descrita la 

prueba que dio base a la decisión de la Directora Administrativa.  En vista 

de ello, concluimos que la parte recurrida describió, por escrito, la prueba 

que poseía en contra del señor Pabón, lo que significa que se le otorgaron 

las garantías del debido proceso de ley.    

De otro lado, la Directora Administrativa le imputó al recurrente 

haber violentado las siguientes normas y reglamentos:  (1)  Reglas de la 

Administración del Sistema de Personal de la Rama Judicial;  (2) 

Reglamento de la Administración del Sistema de Personal; (3) Código de 

Ética para Funcionarios, Empleados, Ex Funcionarios y Ex Empleados de 

la Rama Judicial; (4) Reglamento de Métodos Alternos para la Solución de 

Conflictos; (5) Reglamento de Certificación y Educación Continua 

relacionado con los Métodos Alternos para la Solución de Conflictos; (6) 

Manual de Normas y Procedimientos de los Centros de Mediación de 

Conflictos 

En síntesis, las citadas reglas y normas establecen que será motivo 

de destitución de los (las) empleados(as) de la Rama Judicial, entre otros, la 

conducta desordenada, inmoral, ilegal o incorrecta, lesiva al buen nombre 

de la Rama Judicial.   A su vez, el Código de Ética requiere que los 

funcionarios y empleados de la Rama Judicial cumplan estrictamente con 

los principios de honestidad, integridad, imparcialidad y de las más altas 

normas de conducta, con el fin de garantizar la óptima prestación de 

servicios.  Además, dispone que los empleados y funcionarios deben 

observar un comportamiento correcto, cortés y de respeto en sus relaciones 

con sus supervisores, supervisados, compañeros de trabajo y ciudadanos, y 

que deben actuar digna y rectamente, tanto en carácter de servidores 

públicos como en el de ciudadanos particulares, para mantener intachable 



 
KLRA201600301 

 

         33 

la buena imagen de la Rama Judicial.    La violación de cualquiera de las 

disposiciones del Código de Ética también constituye justa causa para 

iniciar una investigación administrativa que justifique la imposición de 

medidas disciplinarias.   

En cuanto a la función que desempeñaba el recurrente, como 

Supervisor de Mediadores, el Reglamento de Mediación le exige cumplir con 

las calificaciones, deberes y obligaciones éticas establecidas en dicho 

Reglamento, con las que establezca el Negociado y con cualquier otra 

reglamentación aprobada por la Rama Judicial, relacionada con las 

calificaciones, deberes y obligaciones éticas de los interventores e 

interventoras neutrales.  

Conforme al análisis realizado por la Junta, en el presente caso, el 

señor Pabón en su página de “Facebook”, se identificaba como empleado del 

Tribunal General de Justicia, los comentarios o expresiones realizadas y 

descritas en las comunicaciones del 25 de junio de 2014 y 20 de noviembre 

de 2014, se relacionan con las situaciones que cotidianamente son 

atendidas en los Centros de Mediación de Conflictos de la Rama Judicial y 

en las Salas del Tribunal General de Justicia.  La Junta no le otorgó 

credibilidad a los planteamientos del recurrente en cuanto a que sus 

expresiones son producto de la ficción o creación literaria y que son una 

creación narrativa, lo que, además, implica que éste admitió haber escrito 

los mismos.  Así, concluyó que “el estilo utilizado en dichos comentarios fue 

ofensivo, soez, estereotipado y discriminatorio”.  Además, determinó que 

“[e]l hecho de que el Sr. Pabón Ortega expresara en la página de Facebook 

que trabaja en el Tribunal General de Justicia y tuviera esos comentarios 

publicados en dicha página, sin lugar a dudas, lesiona el buen nombre de 

la Rama Judicial ya que se trata de un funcionario de la Rama Judicial 

haciendo comentarios despectivos, irrespetuosos y ofensivos sobre 

situaciones que son atendidas por la Rama Judicial de Puerto Rico.”   En 

relación a la Evaluación de Desempeño del recurrente, la Junta determinó 

que éste cumplió con desempeñar sus labores satisfactoriamente, sin 
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embargo, no cumplió con mantener una conducta correcta que no sea 

lesiva al buen nombre de la Rama Judicial, lo que requería la imposición de 

medidas disciplinarias por su conducta.   

Luego de examinar las normas y reglamentación aplicable al caso de 

autos y tras justipreciar las manifestaciones publicadas por el recurrente 

en su cuenta de “Facebook”, encontramos que no existe controversia de 

que, ciertamente, el recurrente incurrió en violación de las normas y 

Reglamentos antes citados.  En vista de lo anterior, la Junta no cometió el 

segundo error señalado en el recurso ante nos.   Ante ello, tratándose de 

una determinación basada en evidencia sustancial y al no surgir de la 

Resolución recurrida indicio alguno de arbitrariedad, irrazonabilidad, 

ilegalidad, o error manifiesto; por tanto, le otorgamos total deferencia.  

V. 

A tenor con lo antes consignado, confirmamos la Resolución emitida 

por la Junta de Personal de la Rama Judicial. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal. 

 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


